11º SIMPOSIO SOBRE LEGISLACION TRIBUTARIA ARGENTINA

COMISION Nº 2 

PAUTAS DE DISTRIBUCION DE LOS INGRESOS BRUTOS SEGÚN EL CONVENIO MULTILATERAL. ANALISIS CRITICO

DIRECTIVAS DE RELATORIA – Dr. Jorge D. Jalfin

Introducción

La mayor parte de la doctrina caracteriza al Convenio Multilateral como un acuerdo que permite evitar la doble imposición interna, atento la organización federal de gobierno, sin menoscabo del ejercicio del poder tributario de las distintas jurisdicciones.

En ese sentido se lo diferencia de los sistemas de participación que al delegar la recaudación de los tributos, también ceden el poder tributario que les reconoce el orden constitucional.

Otra posición doctrinaria, sin bien claramente minoritaria, entiende que la situación que se intenta resolver no podría catalogarse como de doble imposición jurídica, y en cambio, ubican al  Convenio como una herramienta eficaz para la atribución de la materia imponible  con pautas conocidas de antemano por los contribuyentes y los Fiscos involucrados.

Así planteado, el sistema que se aplica en nuestro país respecto del impuesto sobre los ingresos brutos –en los casos que los mismos se obtengan a raíz de un proceso económicamente inescindible- podría suponerse una herramienta eficaz a la hora de evitar controversias entre los Fiscos provinciales, sin desmedro de los derechos de los contribuyentes del gravamen, que se encontrarían a salvo de reclamos superpuestos de más de uno de ellos.

Sin embargo, quienes desarrollamos nuestra profesión en la especialización tributaria nos encontramos con frecuencia frente a casos en las cuales los contribuyentes deben enfrentar situaciones litigiosas derivadas de la distinta interpretación de las normas del Convenio que las administraciones fiscales realizan respecto de una misma situación fáctica.

Cabe preguntarse entonces por las razones que hacen que una herramienta ciertamente valiosa respecto de los objetivos enunciados, sin embargo ofrezca dificultades de aplicación que desnaturalizan su propia razón de existir.

Después de más de 30 años de aplicación del régimen actualmente vigente, es evidente que sus normas ofrecen muchos flancos débiles a la hora de encuadrar diversas situaciones cuya complejidad supera ampliamente a las escuetas normas sancionadas oportunamente.

Bien señala Elvira Balbo
 las razones de esa rigidez de sus disposiciones: “...en todos estos años su texto no se ha modificado para receptar los cambios operados en el mundo de los negocios, impulsados por el advenimiento de nuevas tecnologías y por la llegada de la globalización. Esta situación de `statu quo´ no es casual. El propio Convenio dispone en su artículo 17, inciso g), que será función de la Comisión Plenaria, entre otras, proponer ad referéndum de todas las jurisdicciones adheridas y con el voto de la mitad más una de ellas, modificaciones al presente Convenio”....”No obstante la verdadera garante del régimen del Convenio Multilateral es la ley de Coparticipación Federal de Impuestos, por cuanto establece lo siguiente:

Art. 9 “La adhesión de cada Provincia se efectuará mediante una ley que disponga: “...d)Que continuarán aplicando las normas del Convenio Multilateral del 18 de agosto de 1977, sin perjuicio de ulteriores modificaciones o sustituciones de éste, adoptadas por unanimidad de los fiscos adheridos”

Como vemos, la salvaguarda de los intereses de cada una de las jurisdicciones adheridas implica en la práctica la inalterabilidad de las normativa aplicable.

Asimismo y tal como señala la autora citada: “No existe otro mecanismo alternativo de modificación de ese acuerdo. Es importante destacar que las resoluciones generales del artículo 24, inciso a) sólo revisten el carácter  de `normas generales interpretativas de las cláusulas del Convenio´. Forzar una modificación utilizándolas como instrumento de cambio implicaría abusar de una facultad claramente delimitada en la norma” 

Como se advierte, sea que se logre la unanimidad necesaria para su modificación, sea que resulte menester seguir recurriendo a las interpretaciones de los órganos de aplicación del convenio frente a la existencia de “casos concretos” sometidos a su análisis, es evidente que resulta oportuno ahondar en algunas de sus disposiciones con el objetivo de intentar la optimización en su propósito de lograr una adecuada distribución de la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos en función de las actividades desarrolladas en cada jurisdicción por los contribuyentes alcanzados por su normativa.

En el caso que nos ocupa, trataremos de realizar un relevamiento de las principales dificultades que observamos en las normas destinadas a la distribución de la base del gravamen, con el anhelo de estimular a los participantes en el Simposio en el desarrollo y análisis de los mismos y propiciar el debate de sus propuestas y consideraciones.

Temas a considerar

1.- Régimen General

1.1.- El retardo en la consideración de los parámetros de distribución de ingresos y gastos  en los casos de sociedades con fecha de cierre de ejercicio no coincidente con el 31 de diciembre.

- Posibles soluciones que impliquen plazos iguales para todos los contribuyentes, aún en casos de fechas diferentes de cierres de ejercicio.

1.2.- Ingresos

1.2.1.- Ingresos No Computables

- Conceptualización de ingresos que no encuadran en la hipótesis de incidencia del Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Análisis de la procedencia de la exclusión a efectos de mensurar la actividad del contribuyente en el ámbito jurisdiccional.

- El caso de las exportaciones. Tratamiento de las exportaciones de servicios.  

- El caso de los reintegros y/o recuperos de gastos.

- El caso de los ingresos por ventas de bienes de uso

1.2.2.- Ingresos Computables

- Ingresos gravados en el impuesto que no denotan actividad jurisdiccional. El caso de las rentas financieras y diferencias de cambio. Validez de aptitud para mensurar la actividad del contribuyente en el ámbito jurisdiccional.

- Cuantificación de los ingresos computables. Deducciones admitidas.

1.2.2.1.- Asignación jurisdiccional en los casos de operaciones entre presentes.

- Criterio de asignación sobre la base de la concertación de las operaciones.

- Criterio de asignación sobre la base del lugar de entrega de los bienes enajenados o de la prestación de los servicios.

- Situaciones de prestación de servicios que no implican localización física.

1.2.2.2.- Asignación jurisdiccional en los casos de operaciones entre ausentes.

- Sustento territorial. Volumen de gastos necesarios para su validación.

- Validez del otorgamiento de “sustento territorial” por gastos no computables. El caso de los gastos de publicidad.

- Precisiones respecto del “domicilio del adquirente”

- Validez de la atribución dispuesta respecto de operaciones concertadas vía internet

- Validez temporal del “sustento territorial” a efectos del encuadre de operaciones entre ausentes. Su extensión por efecto del propio impuesto sobre los ingresos brutos.

1.3.- Gastos

1.3.1.- Gastos No Computables

- El caso de las contribuciones previsionales, en tanto tributos vinculados en forma directa con los sueldos y jornales del personal. Validez de su tratamiento a la luz de reciente interpretación como gasto no computable (R.(CA) 26-2008). 

- La limitación para el cómputo de los honorarios de directores, síndicos y socios de sociedades. Validez del mismo tratamiento respecto de situaciones claramente diferenciadas (socios, directores, síndicos). Dicotomía con las limitaciones del derecho societario y las dispuestas en el impuesto a las ganancias.

- Intereses y diferencias de cambio que financian actividades específicas

- Segregación de gastos correspondientes a actividades previstas en los regímenes especiales

1.3.2.- Gastos Computables

1.3.2.1.- Asignación jurisdiccional 

- Prorrateo de amortizaciones de bienes que se utilizan en distintas jurisdicciones, a la luz de lo dispuesto por la R(CA) 8-2008 que determinó su asignación conforme los ingresos obtenidos en cada jurisdicción. Validez del criterio.

- Criterios de asignación de gastos sobre base de estimaciones razonablemente fundadas en los casos de no poder atribuirse con certeza.

- Atribución de gastos de transporte en casos de entregas múltiples de diversas cantidades y con destino en distintas jurisdicciones.

-Atribución de gastos de transporte realizados con vehículos propios. 

2.- Regímenes especiales

2.1.- Interpretación estricta o flexible de los supuestos de empresas y/o actividades previstas por el Convenio Multilateral dentro de los regímenes especiales. Necesariedad de sustento territorial para su aplicación.

2.2.- Interpretación para el encuadre de los casos en que se realizan las actividades sometidas a regímenes especiales en forma concomitante con otras. Actividades complementarias e independientes.   

2.3.- Actividad de construcción

2.3.1.- Justificación de un sistema de atribución sobre base porcentual fija.

2.3.2.- El casos de obras y oficinas administrativas en distintas jurisdicciones. Aplicación del régimen especial y general.

2.3.3.- Tratamiento de ingresos por servicios colaterales (honorarios especiales por tareas profesionales).

2.3.4.- Tratamiento de ingresos por subsidios estatales.

2.4.- Entidades de seguros

2.4.1.- Tratamiento en los casos en que no coincide el tomador del seguro con el sujeto asegurado.

2.4.2.- Tratamiento en los casos de seguros sobre bienes que no mantienen una ubicación fija.

2.4.3.- Tratamiento de otros ingresos obtenidos por empresas de seguros.

2.5.- Contribuyentes comprendidos en la ley de entidades financieras

2.5.1.- Tratamiento de los ingresos obtenidos en jurisdicciones sin radicación de sucursal o filial 

2.6.- Empresas de transporte de pasajeros o cargas.

2.6.1.- Pertinencia de aplicación del régimen a todos los ingresos de las empresas de transporte.

2.6.2.- Tratamiento de ingresos por servicios que no encuadran estrictamente como contrato de transporte.  El caso de fletamento por tiempo.

2.6.1- Tratamiento de ingresos por subsidios estatales.

2.6.3.- Tratamiento aplicable en los casos en que existen sustento territorial en jurisdicciones distintas de las de los orígenes de los viajes.

2.6.4.- Tratamiento en los casos en que el origen del viaje se produce en el exterior

2.6.5.- Nuevas interpretaciones en materia de transporte mediante gasoductos (R.CA.12-2008). Su eventual aplicación a otras situaciones.

2.7.- Ejercicio de profesiones liberales y consultorías.

2.7.1.- Justificación de un sistema de atribución sobre base porcentual fija.

2.7.2.- Encuadre de servicios profesionales prestados por sujetos empresa 

2.7.3.- Atribución entre jurisdicciones en las que se haya prestado el mismo servicio profesional.

2.8.- Rematadores, comisionistas y otros intermediarios

2.8.1.- Tratamiento en los casos en que las comisiones derivan de intermediación por la prestación de servicios.

2.8.2.- Tratamiento de ventas a nombre propio por cuenta de terceros, remuneradas a comisión.

2.9.- Industria vitivinícola y azucarera. Productos agropecuarios, forestales, mineros y frutos del país. Despachados por el productor -sin facturar-  a otra jurisdicción

2.9.1.- Precisiones respecto de los casos de remisión para su venta en otra jurisdicción

2.9.2.- Tratamiento en los casos en que intervienen más de dos jurisdicciones

2.9.3.- Aplicabilidad del régimen cuando la enajenación en otra jurisdicción implica productos elaborados con las materias primas recibidas. En caso afirmativo, determinación del precio mayorista en jurisdicción productora.

2.9.4.- Aplicabilidad directa de la pauta de atribución del 85% a la jurisdicción productora.

2.9.5.- Cómputo de ingresos y gastos para la aplicación del art.2º para los casos expresamente previstos en el art. 13. 

2.10.- Industria tabacalera. Adquisición directa de quebracho, algodón, arroz, lana y fruta 

2.10.1.-Precisiones respecto del encuadre del segundo párrafo del art. 13 del Convenio

2.11.- La mera compra de productos primarios no previstos expresamente en los párrafos 1º y 2º del art. 13

2.11.1.- Requisito de sustento territorial en la jurisdicción productora para la aplicación del tratamiento previsto.

2.11.2.- Caracterización de los productos primarios alcanzados por el tratamiento dispuesto

Buenos Aires, Marzo 31 de 2009

� La autorizada opinión de Enrique Bulit Goñi lo caracteriza del siguiente modo: “...se trata de un acuerdo o convenio celebrado entre jurisdicciones con poderes tributarios propios, que tiene por objeto armonizar o coordinar aspectos referidos a un gravamen que todos esos fiscos han sancionado”. “Convenio Multilateral. Distribución de Ingresos Brutos. Ediciones Depalma. 1982. pag.12.


� Mario E. Althabe y Alejandra P.Sanelli: “El Convenio Multilateral-Análisis teórico y aplicación práctica”. Editorial La Ley. pag.6  “Cuando los ingresos provienen de un ‘proceso único’ que se desarrolla en más de una jurisdicción, aún cuando se materialicen en su última etapa, dichos ingresos constituyen la retribución a toda esa actividad. Resulta por lo tanto evidente, que no tendría sustento legal, la pretensión de alguno de los Fiscos (o todos ellos), de gravar una proporción mayor de los ingresos, que aquella que se le puede atribuir por la generación en su territorio.”


“¿Cuál es la proporción? Precisamente esa es la función del Convenio Multilateral, dirimir mediante un método ‘razonable y discreto’, cuál es la parte de la materia imponible que corresponde a cada jurisdicción.”


“Si bien el procedimiento que utiliza es arbitrario, surge de un acuerdo entre los sujetos activos, que en su conjunto poseen la totalidad de las facultades para imponer las actividades interjurisdiccionales. Por otra parte, usa parámetros estrechamente conectados por el hecho impon ible.”


“Desde esa perspectiva, el Convenio Multilateral satisface una necesidad jurídica, pues la delimitación de las facultades impositivas locales en el caso concreto, deviene de la naturaleza del hecho imponible y de las potestades que tienen los Estados locales. Este procedimiento habría que efectuarlo aún en ausencia del Convenio Multilateral. La gran ventaja de este instrumento es que contiene un mecanismo conocido de antemano por los Fiscos y los contribuyentes, y que por lo tanto posee un alto grado de certeza y de objetividad”  


� No caben dudas respecto del avance que ha significado la existencia del Convenio Multilateral en el desarrollo del impuesto sobre los ingresos brutos y su importancia para mitigar el problema de la doble imposición que su aplicación jurisdiccional podría ocasionar en el supuesto de su inexistencia.


� Obviamente no desconocemos la existencia del Protocolo Adicional, recientemente adecuado en su normativa, cuyo objetivo es evitar los reclamos superpuestos de distintas jurisdicciones. No obstante la dificultad que plantean sus exigentes condiciones de encuadramiento hacen que su aplicación práctica pueda resultar fácilmente evitada por los Fiscos enfrentados en interpretaciones divergentes. 


� Elvira Balbo “1977-2007 A treinta años del Convenio Multilateral” Errepar. Consultor Tributario. Nº 9 11-2007. Pag.65 y sgtes. 


� Elvira Balbo. Ob citada.





